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16. Transportes y tráfico

1.1. Administraciones Tributarias, Públicas y Ordenación Económica 
1.1.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite 

1.1.2.1. Administraciones Tributarias 

1.1.2.1.2. Tributos Locales 

1.1.2.1.2.3. Tasas y Precios Públicos
Una asociación de defensa de los consumidores nos remitió la queja 17/3169, en la que nos exponía 

que con fecha 12 de agosto de 2014, el promotor de la misma presentó recurso de reposición ante el 
Ayuntamiento de Almonte (Huelva), en relación con el cobro de la tasa de retirada y depósito de vehículo de 
la vía pública y, añadía que a pesar del tiempo transcurrido, aún no había recibido respuesta a su recurso. 

Así pues tras admitirla y solicitar colaboración y respuesta a la parte recurrida, formulamos Recordatorio 
del deber legal de la Administración Pública concernida, en cada caso, de resolver expresamente. En 
la citada Resolución, se hacía referencia a la jurisprudencia creada en torno al control constitucional de 
las resoluciones judiciales, que declaran la extemporaneidad de recursos contencioso-administrativos 
interpuestos contra la desestimación por silencio administrativo de solicitudes o reclamaciones de los 
interesados.

Así, citábamos a tal efecto la Sentencia 72/2008, de 23 de junio de 2008, dictada por la Sala Primera del 
Tribunal Constitucional en el Recurso de amparo 6615-2005, Fundamento Jurídico 3: 

«Se ha venido reiterando, conforme a esta jurisprudencia constitucional, que el silencio administrativo 
negativo es simplemente una ficción legal que responde a la finalidad de que el administrado pueda acceder 
a la vía judicial superando los efectos de inactividad de la Administración; se ha declarado que, frente a 
las desestimaciones por silencio, el ciudadano no puede estar obligado a recurrir siempre y en todo caso, 
so pretexto de convertir su inactividad en consentimiento del acto presunto, imponiéndole un deber de 
diligencia que, sin embargo, no le es exigible a la Administración en el cumplimiento de su deber legal de 
dictar resolución expresa en todos los procedimientos. Bajo estas premisas, este Tribunal ha concluido 
que deducir de ese comportamiento pasivo del interesado su consentimiento con el contenido de un acto 
administrativo presunto, en realidad nunca producido, supone una interpretación que no puede calificarse 
de razonable —y menos aún, con arreglo al principio pro actione, de más favorable a la efectividad del 
derecho fundamental del art. 24.1 CE—, al primar injustificadamente la inactividad de la Administración, 
colocándola en mejor situación que si hubiera cumplido con su deber de dictar y notificar la correspondiente 
resolución expresa.»

Al mismo tiempo, recordábamos a la Administración municipal los principios y preceptos legales 
establecidos en el Ordenamiento jurídico como conformadores del derecho a una buena administración y 
los principios rectores de la actuación administrativa.

Y, finalmente, recomendábamos dar respuesta, a la mayor brevedad posible, al recurso de reposición 
“presentado por la parte afectada con fecha 12 de agosto de 2014”. 

Recurso al que le resultaba de aplicación el régimen jurídico de procedimiento y obligación de responder 
determinado en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común.

Ello, por expresa previsión contenida al efecto en la Disposición transitoria tercera, de la Ley 39/2015, de 
1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. Que establece:

«Régimen transitorio de los procedimientos:

a) A los procedimientos ya iniciados antes de la entrada en vigor de la Ley no les será de aplicación la 
misma, rigiéndose por la normativa anterior.»

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/instamos-al-ayuntamiento-a-que-responda-a-un-recurso-de-reposicion-de-2014
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Al no recibir respuesta a nuestra Resolución, procedemos a la reseña de la queja en el Informe Anual al 
Parlamento de Andalucía, como consta en el apartado correspondiente.

...

1.1.3. Actuaciones de oficio, colaboración de las Administraciones y Resoluciones 
no aceptadas 

1.1.3.2. Resoluciones no aceptadas 
– Queja 18/1017 relativa a la falta de respuesta del Patronato de Recaudación Provincial de Málaga a 
solicitud de devolución de cobros indebidos en concepto de recibos de IVTM, por delegación del 
Ayuntamiento de Marbella. Como el citado Organismo no respondiera, ni a la parte interesada ni a esta 
Institución, tras formular Recordatorio de deberes legales, tampoco atendido, incluimos la queja en el 
Informe Anual al Parlamento de Andalucía. No obstante, con posterioridad al cierre de la queja por nuestra 
parte, la Agencia provincial nos contestó que había resuelto expresamente, accediendo a la devolución de 
ingresos indebidos solicitada.

1.3.Dependencia y Servicios sociales 
1.3.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite 

1.3.2.2. Personas con discapacidad 

1.3.2.2.5. Este tema en otras materias 

1.3.2.2.5.1. Igualdad, Urbanismo y Vivienda
Por lo que hace a la movilidad, seguimos conociendo quejas basadas en la carencia o escasez de plazas 

de aparcamiento reservadas para personas con movilidad reducida; el uso indebido de tarjetas de 
autorización o retirada improcedente de las mismas (queja 18/3326 y queja 19/1540); sobre la posibilidad 
de compatibilizar el uso del carril bici por personas usuarias de sillas de ruedas manuales o eléctricas (queja 
19/3803); y alusivas al acceso de las personas con discapacidad a los transportes públicos (queja 17/4108, 
queja 18/5832, queja 18/6694, queja 18/1731).

En relación con esta cuestión, pero concretada al servicio público del taxi, hemos incoado de oficio la 
queja 19/3710, debido a la existencia de problemas para que las personas con discapacidad puedan 
disponer de taxis adaptados en la ciudad de Cádiz. Así como tramitamos, a instancia de una organización de 
consumidores y usuarios, la queja relativa a la carencia de personal especializado expendedor de carburante 
en las estaciones de servicio para los vehículos de personas conductoras con movilidad reducida.

...

1.3.2.2.5.6. Administraciones Tributarias
En el expediente de queja 18/3333, se nos planteó reclamación contra el Ayuntamiento de Almuñécar, 

en la que el interesado exponía que en fecha 3 de octubre de 2017 solicitó exención en el Impuesto de 
Vehículos de Tracción Mecánica (IVTM) tras reconocimiento por el INSS de una incapacidad absoluta, 
debiendo reiterar su solicitud en fecha 6 de febrero de 2018, pues la primeramente instada para que 
surtiera efectos en el año 2018, no se le contestó, antes bien recibió recibo de este año por el Impuesto, 
sin que se le concediera tal exención.

Admitida a trámite la queja y solicitado informe al Ayuntamiento, nos comunicó que la primera solicitud 
había sido denegada por no cumplir los requisitos para ello, debido a la existencia en el Servicio de 
Recaudación de deuda pendiente de pago por el interesado, así como por no permanecer de alta en el 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/todavia-no-le-han-contestado-a-su-escrito-pedimos-a-la-diputacion-de-malaga-que-responda
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/todavia-no-le-han-contestado-a-su-escrito-pedimos-a-la-diputacion-de-malaga-que-responda
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/se-instala-plaza-de-aparcamiento-para-personas-con-movilidad-reducida-en-lugar-cercano-al-domicilio
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-ayuntamiento-va-a-llevar-a-cabo-la-plena-adaptacion-de-las-paradas-de-autobus
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/se-adoptan-medidas-para-paliar-los-reiterados-fallos-de-las-rampas-de-acceso-en-los-autobuses
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/se-facilita-a-un-usuario-de-silla-de-ruedas-la-posibilidad-de-desplazarse-en-autobus-adaptado-desde
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/por-que-las-personas-con-discapacidad-no-encuentran-taxis-adaptados-en-las-noches-de-cadiz-lo

